
La comisión de Constitución
del Senado aprobó de manera
unánime una moción orientada a
frenar la filtración de anteceden-
tes de investigaciones judiciales, y
en cuya tramitación se alertó del
perjuicio implícito que podría te-
ner sobre la libertad de prensa, de
expresión y la labor periodística. 

Ante una serie de críticas desde
redes sociales a expertos, acadé-
micos y legisladores —en que se
calificó al texto de “ley morda-
za”—, los senadores se allanaron
a introducir cambios al proyecto
para dejar fuera “todo” lo que
atente contra la restricción a la li-
bertad de prensa.

Al votar la idea de legislar, la
moción de oposición y oficialis-
mo contó con el voto favorable
de los senadores Matías Walker
(Demócratas), Pedro Araya
(PPD), Paulina Núñez y Rafael
Prohens (ambos de RN) y Tomás
De Rementería (PS).

Propició el respaldo transversal
al proyecto la elaboración de una
nueva redacción, trabajada entre
asesores legislativos primero, la
que fue ratificada por los senado-
res en la comisión, por lo que se
acordó se pondrá en votación en
particular al regreso de la próxima
semana distrital.

La nueva redacción destrabó la
tramitación del texto, al dejar
atrás la cuestionada idea de avan-
zar en una “ley mordaza”, tal co-
mo la criticaron gremios de la

prensa. La sanción con cárcel o
una multa millonaria a la que se
arriesgaba la prensa, no por filtrar,
como era la intención inicial, sino
por informar de an-
tecedentes de una
causa de interés pú-
blico que la ponían
en entredicho.

Para evi tar la
“criminalización”
de la labor periodís-
tica, como también
alertó la defensora nacional, Veró-
nica Encina, el senador Araya leyó
una redacción de consenso. En lo
medular, la propuesta suprime el
numeral crítico referido al artícu-
lo 226 J del Código Procesal Penal.

Así, lo que se busca eliminar es:
“El que de cualquier modo entre-

gare, informare, difundiere o di-
vulgare información de cual-
quier naturaleza acerca de ante-
cedentes de una investigación

amparada por el se-
creto, incurrirá en la
pena de presidio me-
nor en su grado me-
dio a máximo. Esta
sanción se extenderá
a los funcionarios que
hubieren participado
en la investigación y a

todo aquel que, de cualquier mo-
do, informe, difunda o divulgue
información relativa a una inves-
tigación o, incluso, al hecho de es-
tarse realizando esta”.

Propone también otro resguar-
do, al incorporar el artículo 161-C,
en el Código Penal, un inciso del

siguiente tenor: “el que actuando
ilegítimamente difundiere o di-
vulgare antecedentes, piezas u
otra información de una investi-
gación penal, será sancionado
(...)”. La frase “actuando ilegíti-
mamente” supone una eximente
de responsabilidad para los perio-
distas en el supuesto del ejercicio
legítimo de la profesión, se co-
mentó en la comisión.

La senadora Núñez contó al
resto de legisladores acerca de los
cambios de consenso, porque “se
llegó a instalar que con esto se es-
taba violando la libertad de expre-
sión, la libertad de información y
la libertad de prensa para cumplir
con la labor tan relevante, y es le-
jos lo que nosotros queremos ha-
cer. En una especie de subsidio,
especie de plan B, a lo que esta-
mos disponibles para allanarnos y
avanzar”.

Al ahondar en el detalle de la
modificación, el senador Araya
explicó, “sobre lo más polémico
del proyecto”, que se propone
“sacar la propuesta original que
traía el proyecto de la modifica-
ción del artículo 226 J, que, insisto,
es ley vigente, y lo único que hacía
era resolver un problema de con-
curso aparente de leyes penales,
en el evento en que el sujeto activo
fuera funcionario público, respec-
to de qué penas se debía aplicar”. 

Los cambios deberían posibili-
tar el trámite en particular del
proyecto que fortalece la protec-
ción de antecedentes del proceso
penal y tipifica su divulgación.

Después de oír a gremios de la prensa y recibir extendidas críticas:

Senadores se allanan y acuerdan
introducir cambios para dejar
atrás propuesta de “ley mordaza”

La moción se aprobó ayer en general en la comisión de Constitución, por cinco votos a
favor; ahí se informó de una nueva redacción que no restrinja la libertad de expresión.
RIENZI FRANCO

La comisión de Constitución del Senado, presidida por Paulina Núñez, al
poner en votación el proyecto denominado “antifiltración de causas penales”.
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La nueva redacción

será votada en
particular a la vuelta de

la semana distrital.

Peleg Lewi, embajador de Is-
rael en Chile, debutó en el Con-
greso con una serie de reunio-
nes con legisladores. “El Mer-
curio” lo encontró en la cafete-
ría del Senado, mientras hacía
un ajuste de horario para un
encuentro con parlamentarios.

Al conversar sobre su nueva
destinación, Peleg confirmó
estar optimista. En el recuerdo
aún resuenan los impasses de su
antecesor, Gil Artzyeli, a quien
el Presidente Gabriel Boric no
recibió en La Moneda para re-
cibir sus cartas credenciales. Se
debió quedar en el Patio de los
Cañones; en una segunda
ocasión sí lo hizo.

“Es mi primera visita
al Congreso y, para mí,
era importante conocer a
miembros de distintos
grupos políticos, espe-
cialmente los co-
mités de amis-
tad con Israel,
antes que em-
piecen a co-
rrer las cam-
pañas políti-
cas, las cam-
pañas de las
elecciones.
Agradezco a
los diputados
que han apoya-
do a Israel —el
conflicto Isra-
el-Palestina es
más compli-
cado de lo que

uno cree— y también dialogar
con cualquier miembro de la
Cámara o del Senado que esté
dispuesto a dialogar con noso-
tros”, comentó Peleg.

El embajador es hijo de pa-
dres de una nación sudameri-
cana, por lo que habla un flui-
do español. En cuanto a si tiene
aprensiones por los desen-
cuentros entre La Moneda y su
antecesor, el embajador res-
pondió: “Mire, en cada pareja
(…) hay altas y bajas, y creo
que la base de las relaciones en-
tre el pueblo de Israel y de Chi-
le es muy fuerte, las sinergias
que tenemos son muy fuertes y
al final se trata de pueblo con

pueblo, a veces un go-
bierno es más o menos
positivo, pero la base
de la relación existe”.

Acerca de la presen-
tación de sus cartas cre-

denciales, el diplo-
mático israelí
contó que “es-
toy esperan-
do, como to-
dos los otros
embajadores
que llegaron
junto conmi-
go, para reci-
bir la fecha
adecuada”.

Peleg Lewi visitó el Congreso:

Embajador de Israel
alista presentación de
sus cartas credenciales 

El diplomático llegó recién al país. A su
antecesor, el Presidente Boric no lo
recibió inicialmente en La Moneda.

RIENZI FRANCO 

Embajador
Peleg Lewi, al

visitar ayer el
Congreso.

En los espacios laborales,
en muchas ocasiones,
conviven múltiples em-

presas y trabajadores, inclu-
yendo contratistas, subcontra-
tistas y proveedores. En ese
entorno, la prevención del
acoso y la violencia en el
trabajo debe ser entendida
como una responsabilidad
compartida.

En contextos de subcontra-
tación, la Ley Karin exige espe-
cial atención. Existen respon-
sabilidades solidarias cuando
se trata de la prevención de
riesgos, canales de denuncia y
formación, especialmente si
los trabajadores provienen de
distintas razones sociales, por
lo que la coordinación efectiva
y la prevención en toda la
cadena de valor son claves.

“La Ley Karin busca generar
una transformación cultural en
los espacios laborales, pero no
será efectiva si no llega a
todos por igual, porque existen
responsabilidades compartidas
entre empresas mandantes,

contratistas y proveedoras.
Hoy, las empresas de menor
tamaño enfrentan barreras
estructurales que necesitan de
más apoyo, más herramientas
y más acompañamiento. En
esta línea, estamos constru-
yendo alianzas para facilitar
ese proceso, donde las empre-
sas adheridas a la Achs pue-
den hacer una diferencia”,
señala Paulina Calfucoy, geren-
ta de Asuntos Corporativos y
Sostenibilidad de la Achs.

A un año de la entrada en
vigor de la Ley Karin, los avan-
ces en prevención del acoso
laboral, sexual y violencia en el
trabajo muestran señales
alentadoras, pero también
importantes desafíos. Según
los resultados de la última
medición del Termómetro de
la Salud Mental Achs-UC,
existe una clara brecha entre
grandes empresas y pymes en
cuanto a la implementación de
las exigencias de la ley, lo que
plantea una oportunidad para
colaborar a través de las estra-
tegias de valor de las empre-
sas para llegar a todos.

Mientras el 69,2% de quie-
nes trabajan en grandes em-

presas declara haber recibido
capacitación sobre la ley, esa
cifra cae al 33,8% en el caso
de las microempresas. Una
tendencia similar se observa
en la existencia de políticas o
protocolos de prevención,
donde un 91,2% de las perso-
nas en grandes empresas
declara que su organización
cuenta con uno, versus apenas
un 45,2% en microempresas.

Los datos también muestran
diferencias significativas en la
existencia de canales de de-
nuncia confidenciales: 82% en
grandes empresas, versus
46,8% en microempresas. Y
en la información entregada
sobre estos canales, el con-
traste se repite: 77,2% en
grandes empresas, versus
53,3% en las más pequeñas.

Durante este primer año de
implementación, la Achs ha
impulsado una agenda de
formación y acompañamiento,
que incluye más de 100.000
trabajadores capacitados,
11.000 asesorías técnicas, una
guía jurídica y una capacitación
online gratuita disponible para
todo el país. Además, ha pro-
movido campañas de sensibili-

zación como “Buen Trato” y el
desarrollo del “Sello Ley Ka-
rin” para reconocer a las orga-
nizaciones que lideran buenas
prácticas en esta materia.

Un ejemplo de cómo las
grandes empresas pueden
contribuir a reducir estas bre-
chas es el caso de Claro VTR
que, en alianza con la Achs,
impulsó una convocatoria a
150 de las empresas que son
parte de su ecosistema para
profundizar la implementación
de la Ley Karin. En una jornada
especialmente diseñada, se
desarrollará un panel con
empresas para compartir
experiencias, presentar la
capacitación y la guía elabora-
das junto a la Fundación Chile-
Mujeres, y avanzar en un
compromiso conjunto por
llevar la prevención a toda la
cadena de valor.

“Queremos que las empre-
sas se sumen activamente al
desafío de apoyar a las pymes,
demostrando que la colabora-
ción puede ser un motor de
cambio real. Porque no basta
solo con implementar la ley,
sino que debemos promover la
prevención en toda la cadena
de valor, para así avanzar en
ambientes laborales más
sanos y seguros”, agrega
Calfucoy.

CONTENIDO PRESENTADO POR ACHS

Implementación de la 
Ley Karin en las pymes:

el desafío pendiente

Panel con el subsecretario de
Previsión Social, Claudio Reyes;
el director nacional del Trabajo,

Pablo Zenteno, y la presidenta de
la Cámara de Comercio de

Santiago, María Teresa Vial, en el
lanzamiento de la segunda

capacitación y guía para prevenir
el acoso y la violencia en el

trabajo de la Achs y la Fundación
ChileMujeres.

El Termómetro de Salud Mental
es un estudio longitudinal
realizado por la Achs y la UC
desde el 2020. En la última
medición se consultó a
trabajadores dependientes sobre
la percepción de la respuesta de
sus organizaciones empleadoras
en la implementación de la Ley
Karin. En la foto, David Bravo,
director del Centro de Estudios
Longitudinales UC, presentando
la décima ronda del estudio.
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Solo un 33,8% de quienes trabajan
en microempresas reporta haber
recibido capacitación sobre la Ley

Karin y lo mismo ocurre con
protocolos, información y canales de

denuncia, por lo que la Achs ha
asumido la tarea prioritaria de

acompañar y fortalecer la
implementación de la ley en

organizaciones de menor tamaño.
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